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Señores y señoras 
Román Macaya Hayes 
María de los Ángeles Solís Umaña  
Fabiola Abarca Jiménez 
Marielos Alfaro Murillo 
Christian Steinvorth Steffen 
Bernal Aragón Barquero 
José Luis Loría Chaves 
Maritza Jiménez Aguilar 
Mario Devandas Brenes 
Junta Directiva 
CCSS 
 
 
Estimados (as) señores (as): 
 
El Bloque Sindical y Social Costarricense, BUSSCO, que reúne a más de 60 
organizaciones sindicales y sociales, ha sido informado por los medios de 
comunicación que la Junta Directiva pretende reformar el régimen de pensiones IVM, 
en forma unilateral, sin ningún proceso de análisis y debate público, como 
corresponde a una democracia y congruente con el mandato constitucional de un 
gobierno participativo. 

Un asunto de esta trascendencia no se puede dirigir y resolver de esa manera, por lo 
que, de una vez manifestamos, que estamos solicitando que se suspenda cualquier 
intento de reforma, y en consecuencia, se disponga una mesa de diálogo social para 
el debate del tema, previa rendición de cuentas a los trabajadores de la gestión y la 
implementación de las sucesivas reformas. 
 
Esa pretendida reforma, sin una validación de los estudios actuariales, se convierte 
en un “acto de fe”, desprovisto de rigurosidad técnica y legitimidad social, que no existe 
la menor duda que sería rechazado rotundamente por amplios sectores de la sociedad 
costarricense. 
 
Esperamos que no se estén anteponiendo los intereses mezquinos de un reducido 
sector sobre los intereses de la gran mayoría de nuestro pueblo trabajador. 
Justificada desconfianza en los Estudios Actuariales. 

Urgente 



  

 
 

 

 

 

En el año 2017, la Junta Directiva, como se hizo en el 2005, invitó a los sectores 
sociales a una Mesa de Diálogo, nombrándose representaciones del sector laboral, 
patronal y del gobierno, con la finalidad de buscar soluciones que garantizaran la 
sostenibilidad del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte.  

En esa ocasión, ante serios cuestionamientos al estudio actuarial realizado por la 
Escuela de Matemáticas, contratado por la propia Caja, se solicitó a la Organización 
Internacional del Trabajo una visión de la reforma de pensiones en Costa Rica y un 
análisis del cuestionado estudio actuarial. 

La OIT advirtió en la nota entregada y durante la presentación a la Mesa, graves 
deficiencias metodológicas de ese estudio, que desvirtuaron totalmente sus 
resultados, viciado de graves gazapos. 

Entre las tantas inconsistencias advertidas, algunas elementales, destacan que no 
diferenció entre cotizantes activos y pasivos, sobreestimó el número de cotizantes, y 
en consecuencia, infló la cantidad de personas con derecho a pensión.  

Además, se sobreestimó la formalización del empleo y se cuestionó la fórmula de 
cálculo para el monto de la pensión: “es como si los salarios de Costa Rica, fueran 
trasladados para financiar pensiones de Noruega.”  

Posterior a la reforma del 2017, expertos muy calificados en especialidades 
matemáticas y actuariales, Juan José Víquez Rodríguez, Edgar Robles Cordero y Luis 
Rosero Bixby, realizaron una revisión técnica del Estudio de sostenibilidad del IVM, 
quienes señalaron falencias, omisiones y errores técnicos del Estudio del equipo de 
la Escuela de Matemáticas que realizó el estudio del Régimen de Invalidez, Vejez y 
Muerte, concluyendo que los resultados son inválidos, los cuales correspondían a un 
escenario pesimista sin ningún fundamento técnico. 

Estas debilidades y falencias han causado una justificada falta de confianza en los 
estudios actuariales, ya sea realizados directamente o contratados por la Caja, por lo 
que lo más conveniente es una validación de un órgano con experiencia en seguridad 
social, que no tenemos ninguna que la OIT es un órgano con una gran experiencia y 
experticia en esta materia.  

Reforma del 2017 

En la mesa tripartita de diálogo, de 2017, que fue acompañada por diversos sectores 
e instituciones, se acordaron 33 recomendaciones, que fueron acogidas por la Junta 
Directiva, producto de un esfuerzo y el mayor consenso de trabajadores, patronos y 
Estado, para dar sostenibilidad por lo menos 20 años (2038) al régimen, con  



  

 
 

 

 

 

propuestas paramétricas y no paramétricas, entre ellos la aceleración de los 
escalones contributivos. 

Las recomendaciones finales de la Mesa de Diálogo fueron de orden estratégico, 
metodológico, incluyendo recomendaciones de regulación normativa para evitar la 
evasión y la morosidad y una sana gestión administrativa. 

También se acordó la presentación de informes anuales de gestión, que a la fecha no 
se ha cumplido, mucho menos los compromisos adquiridos por el Estado en la Mesa 
de Dialogo del RIVM. 

Una precipitada e inconsulta propuesta de reforma fundamentada en un 
elemental informe 

Preocupa y extraña sobremanera que la propuesta de reforma del reglamento IVM 
que se pretende acordar, a golpe de tambor, se fundamente en un elemental informe 
elaborado por un Grupo de Trabajo, conformado por 2 gerentes: Jaime Barrantes 
Espinoza, Gerente de Pensiones y Luis Diego Calderón Villalobos, Gerente 
Financiero, el Ing. Ubaldo Carrillo Cubillo, Director Administración de Pensiones, el 
M.Sc. Cristian Torres Jiménez, Jefe Área Actuarial, Dirección Actuarial, con el equipo 
asesor correspondiente. 

Aunque la reforma anterior se aprobó a finales del año 2017, la Junta Directiva 
acuerda que la “Valuación Actuarial del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, al 31 de 
diciembre de 2018”, sería un “insumo inicial básico de los grupos de análisis que se 
conformen con el propósito de plantear planes de fortalecimiento del Seguro de 
Pensiones de la CCSS.”  

Sin embargo, en lugar de planes de fortalecimiento lo que se presentó a la Junta 
Directiva son exclusivamente reformas paramétricas, con graves consecuencias para 
trabajadores, patronos y Estado, a menos que como en otras ocasiones se quiera 
cargar la reforma solo en las personas trabajadoras. 

Las reformas propuestas. 
 
Resulta tentador para los jerarcas proponer cambios en el perfil de beneficios, edades 
de retiro y contribuciones, con el criterio de esos parámetros “sí están en control de la 
CCSS” y descartando, a priori, la búsqueda de nuevas formas de financiamiento 
porque “es lento y engorroso”.  
 
 
 
 



  

 
 

 

 
 
 
Nuestras observaciones preliminares a las propuestas: 
 

Las propuestas para todos los trabajadores del país. 

 Plan 1  Elimina totalmente el retiro anticipado. 
 

Plan 2.  Aumenta la edad para el retiro anticipado: hombres a los 64 años con 

30 años cotizados y mujeres a los 62 años, con más de 37 años cotizados.  

 Disminuye el monto de pensión:  

 Utiliza el promedio de toda la vida laboral para el salario de 

referencia 

 La pensión se calcula con el 40%, 45% y 50% del salario de 

referencia. 

 Aumenta en 5 años el requisito para reconocer mes adicional 

cotizado 

 

 Aumento contribuciones: incremento en 5,5% tripartito. De 10,66 a 

15,16%. 

Plan 3.  Elimina y aumenta la edad para el retiro anticipado: lo elimina para 

los hombres. Las mujeres aumentan la edad a 62 años con más de 37 años 

cotizados.  

 Disminuye el monto de pensión:  

 Utiliza el promedio de toda la vida laboral para el salario de 

referencia 

 La pensión se calcula con un 45% del salario de referencia. 

 Aumenta en 5 años el requisito para reconocer mes adicional 

cotizado 

 Aumento contribuciones: incremento de 5,5% tripartito. De 10,66 a 
15,16%. 

 
 
1.- Nuevas condiciones para el retiro anticipado. 
 
Se elimina el incentivo a la larga cotización durante la vida laboral al eliminar el retiro 
anticipado, incrementar la edad o mantenerlo solo para las mujeres, no visibiliza que 
para lograr ese beneficio se debe cotizar por casi 40 años, desconoce que hay grupos 
ocupacionales con esas contribuciones que tienen una expectativa de vida menor y 
que ya existen personas trabajadoras que han cotizado por más de 20, 30 o más años 
y que han mantenido que ya han cotizado 30 o más años con la expectativa de lograr 
una pensión adelantada. 



  

 
 

 

 
 
 
Finalmente, en el caso de las mujeres alarma que la administración de una institución 
de seguridad social, mantenga una visión patriarcal del trabajo, obviando el trabajo no 
remunerado de las mujeres trabajadoras, su papel como cuidadoras y el aporte a la 
sociedad, desconociendo los avances en acciones afirmativas a favor de las mujeres. 
 
2.- Disminuir el monto de las pensiones  
 

a.- Modifica la Fórmula de cálculo del salario de referencia.. 
En el 2005 cuando se reformó la formula se tenía el objetivo de desincentivar que las 
personas contribuyeran mayoritariamente durante los últimos 5 años, para obtener 
mejores pensiones sin que se hubiera cotizado.  
La regresiva propuesta disminuye considerablemente el salario de referencia, al 
utilizar la totalidad de los salarios cotizados, con el consiguiente decrecimiento del 
monto de la pensión. 
 

b.- Reducción del monto en un rango entre 40-50% del salario  
     de referencia. 
 

El porcentaje de reemplazo del salario ha venido en caída libre desde los años 90, 
llegando en el 2005 a definir 8 estratos con respecto a los salarios mínimos, cuyos 
rangos oscilan entre un 43% y un 52,5%. 
 
La agresiva propuesta establece rangos de 40%, 45% y 50% para el monto de 
pensión; una medida mucho más injusta para los sectores más vulnerables. 
 
Por otra parte, no es cierto que los regímenes complementarios estén sustituyendo la 
reducción de los beneficios en el régimen básico, en este caso el RIVM. 
 
3.- Aumento de las contribuciones. 
 
Como si lo anterior no fuera suficiente gravoso, la propuesta de aumentar en un 5,5% 
la contribución tripartita, mediante ajustes cada 3 años, desde el año 2020, pasando 
de un 10,66% a 15,16%, es un coste muy alto.  
 
 4.- Reducción de la cuantía adicional. 
 
El objetivo de esta modalidad es la permanencia en el sistema y pretender no 
calcularlo a partir de los 20 años, sino a los 25 años cotizados, no incentiva a la 
permanencia en el sistema, eliminando el 1% anual por cuantía adicional. 
 
Con fundamento en lo expuesto se concluye que no se trata de una reforma de baja 
intensidad, sino de una reforma estructural, de implicaciones profundas, la cual no 
puede ser discutida en un consistorio secreto. 
 



  

 
 

 

 
 
 
La reforma que se justifique debe implicar un proceso de diálogo social, amplio, 
transparente, que incluya la participación de los actores sociales. 
 
Con fundamento en los motivos expuesto, solicitamos: 
 

1. En primer lugar, en aras de la paz social y el ejercicio democrático, se suspenda 

el trámite de la reforma del Reglamento IVM. 

 
2. En segundo lugar, que se convoque a una Mesa de Diálogo, que con la 

participación de los sectores sociales se discuta el futuro de las personas 

adultas mayores en Costa Rica, la sostenibilidad del sistema de jubilaciones y 

que garantice calidad de vida a las personas trabajadoras. 

 
Solicitamos que esta petición se resuelva dentro del plazo de ley. 
 
Sin otro particular, suscribe atentamente, 
 

 
P/ Bloque Unitario Sindical y Social Costarricense, BUSSCO. 

 
 
 
 
 
 
 
 

Martha Elena Rodríguez González. 
Secretaria General Adjunta UNDECA. 

Comisión Política, BUSSCO. 
 
 
 Sr. Carlos Alvarado Quesada, Presidente República de Costa Rica. 

Sra. Carmen Moreno González, Directora Oficina de la OIT en Costa Rica, OIT. 
Sra. Giannina Dinarte Romero, Ministra; Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social.MTSS 
Sra. Patricia Mora Castellanos, Ministra; Instituto Nacional de las Mujeres, INAMU 
Sra. Catalina Crespo Sancho, Defensora; Defensoría de los Habitantes, CCSS. 
Movimiento sindical y Social. 
Trabajadores y trabajadoras. 
Archivo. 
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